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Providencia:                             Sentencia de 9 de agosto de 2017
Radicación Nro.

66001-31-05-003-2016-00069-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


José Héctor Quintero Casilima  
Demandado:


Colpensiones y Porvenir S.A.
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Tema:
REQUISITOS PARA ACCEDER A LA PENSION DE INVALIDEZ EN VIGENCIA DE LA LEY 860 DE 2003. – RETROACTIVO  - Dispone el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, que tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado que sea declarado inválido en los término del artículo 38 de ese cuerpo normativo y que acredite dentro de los tres años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración de la PCL, por lo menos 50 semanas de cotización.
Ahora bien, disponía dicha norma que el afiliado igualmente debía demostrar una fidelidad de cotización para con el sistema de al menos el 20% del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió 20 años de edad y la fecha de la primera calificación del estado de invalidez, sin embargo, la Corte Constitucional en sentencia C-428 de 1º de julio de 2009, declaró la inexequibilidad de ese requisito.

(…)
Según el dictamen Nº 201456356JJ de 4 de junio de 2014 expedido por el Departamento de Medicina Laboral de la Administradora Colombiana de Pensiones –fls.182 y 183-, el señor José Héctor Quintero Casilima tiene una PCL del 79.55% de origen común, estructurada el 28 de febrero de 2014; por lo que de conformidad con lo establecido en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, para acceder a la pensión de invalidez le corresponde demostrar que dentro de los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez tiene cotizadas por lo menos 50 semanas, y como se puede apreciar en la historia laboral emitida por Colpensiones –fls.231 a 234- en ese periodo acredita 60.57 semanas de aportes; motivo por el que tiene derecho a que se le reconozca la prestación económica a partir del 28 de febrero de 2014 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales, como correctamente lo estableció la a quo.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, nueve de agosto de dos mil diecisiete, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 6 de septiembre de 2016, dentro del proceso que promueve el señor JOSÉ HÉCTOR QUINTERO CASILIMA en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES y de la AFP PORVENIR S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2016-00069-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor José Héctor Quintero Casilima que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones o a la AFP Porvenir S.A. a que reconozca y pague la prestación económica a partir del 28 de febrero de 2014, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en su defecto la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Nació el 21 de noviembre de 1962; el 4 de junio de 2014 el Departamento de Medicina Laboral de Colpensiones estableció que tenía una pérdida de capacidad laboral del 79355% de origen común, estructurada el 28 de febrero de 2014; se afilió desde el 16 de septiembre de 1978 al ISS para cubrir los riesgos IVM, pero en el año 2005 decidió trasladarse al RAIS afiliándose a la AFP Porvenir S.A.; el 2 de julio de 2014 solicitó el traslado del RAIS al RPM administrado por la Administradora Colombiana de Pensiones; ante la falta de respuesta de esta entidad, interpuso acción de tutela el 16 de octubre de 2014, la cual fue decida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, ordenándole a Colpensiones que diera respuesta de fondo a esa solicitud; mediante oficio BZ2015_1577523 de 24 de febrero de 2015 dicha entidad le indica que no puede aceptarse el traslado debido a que le faltan menos de 10 años para adquirir la edad mínima para acceder a la pensión de vejez; en una nueva acción de tutela que le correspondió otra vez al Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, en fallo de 16 de julio de 2015 se le ordenó a Colpensiones aceptar la solicitud de traslado elevada por el accionante, decisión que fue acatada el 31 de julio de esa misma anualidad.
El 7 de julio de 2015 solicitó el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez ante Colpensiones, quien a través de la resolución Nº GNR 321416 de 19 de octubre de 2015 le informó que declaraba la falta de competencia para resolver el asunto, en consideración a que para la fecha en que se estructuró la invalidez, él estaba afiliado a Porvenir S.A.; el 24 de noviembre de 2015 pidió a la mencionada AFP que reconociera y pagara la pensión de invalidez, sin embargo, para la fecha de presentación de la demanda no se dio respuesta a esa misiva.

Al dar respuesta a la demanda –fls.48 a 53- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó casi todos los hechos relacionados anteriormente, menos los dirigidos a Porvenir S.A. respecto de los cuales indicó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de fondo que denominó “Inexistencia de la obligación demandada”, “Improcedencia de los intereses de mora” y “Prescripción”.

Por su parte la AFP Porvenir S.A. al contestar el libelo introductorio –fls.55 a 74- aceptó todo lo relacionado con la afiliación del actor a esa entidad, así como la solicitud de traslado posterior de régimen pensional, la petición de reconocimiento pensional elevada por él y la falta de respuesta frente a la misma. Respecto a los demás hechos planteados indicó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones de mérito que denominó “Genérica”, “Prescripción”, “Buena fe”, “Inexistencia de la obligación y/o cobreo de lo no adeudado”, “Compensación”, “Falta de causa para pedir”, “Inexistencia del capital suficiente”, “Falta de legitimación en la causa por parte de Porvenir S.A.” y “Vulneración al derecho de contradicción y vulneración del derecho al ejercicio de su defensa”.
En sentencia de 6 de septiembre de 2016, la funcionaria de primera instancia determinó que el señor José Héctor Quintero Casilima se encuentra válidamente afiliado al régimen de prima media con prestación definida administrado por Colpensiones, pues en principio se dio un conflicto de multiafiliación que fue solucionado en el año 2005 en el que se determinó que era el ISS la entidad en la que se encontraba afiliado el actor y no la AFP Porvenir S.A. y porque la solicitud de traslado del RPM al RAIS elevada el 1º de agosto de 2005 no surtió efecto alguno, ya que la mencionada AFP remitió cada una de las cotizaciones efectuadas con posterioridad a esa calenda a la ISS (Hoy Colpensiones), situación que fue ratificada por el Juez Constitucional quien determinó que el demandante ha estado afiliado al RPM.
Solucionada esa situación, indicó que el demandante al tener una pérdida de la capacidad laboral del 79.55% de origen común, estructurada el 28 de febrero de 2014 y al haber hecho cotizaciones correspondientes a 72 semanas dentro de los tres años anteriores a esa calenda, tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez desde ese momento y en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales; motivo por el condenó a Colpensiones a reconocer y pagar por concepto de retroactivo pensional causado entre el 28 de febrero de 2014 y el 31 de agosto de 2016 la suma de $20.709.249, autorizando a esa entidad a descontar la suma de $2.485.110 correspondiente al 12% de aportes al sistema general de salud.
Condenó también a esa entidad a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir de la ejecutoria de la sentencia.

Finalmente absolvió a Porvenir S.A. de las pretensiones dirigidas en su contra.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Se encuentra válidamente afiliado al régimen de prima media con prestación definida el señor José Héctor Quintero Casilima?

¿Tiene derecho el actor a que se le reconozca la pensión de invalidez que reclama?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

REQUISITOS PARA ACCEDER A LA PENSION DE INVALIDEZ EN VIGENCIA DE LA LEY 860 DE 2003.

Dispone el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, que tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado que sea declarado inválido en los término del artículo 38 de ese cuerpo normativo y que acredite dentro de los tres años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración de la PCL, por lo menos 50 semanas de cotización.

Ahora bien, disponía dicha norma que el afiliado igualmente debía demostrar una fidelidad de cotización para con el sistema de al menos el 20% del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió 20 años de edad y la fecha de la primera calificación del estado de invalidez, sin embargo, la Corte Constitucional en sentencia C-428 de 1º de julio de 2009, declaró la inexequibilidad de ese requisito.

EL CASO CONCRETO

Para resolver el primer problema jurídico planteado, esto es, si el señor José Héctor Quintero Casilima se encuentra válidamente afiliado al régimen de prima media con prestación definida administrado por Colpensiones, en efecto, como lo estableció la funcionaria de primer grado, si bien el actor se trasladó del régimen de prima media con prestación definida al de ahorro individual con solidaridad el 13 de junio de 1996, como se evidencia en el historial de vinculaciones emitido por Asofondos –fl.92-, la verdad es que después de detectarse un problema de multiafiliación del señor Quintero Casilimas, el mismo fue resuelto en comité de 12 de mayo de 2005 en el que se determinó que él se encontraba válidamente afiliado al régimen de prima media con prestación definida, administrado en ese entonces por el extinto Instituto de Seguros Sociales, como se ve en documento emitido por Porvenir S.A. el 14 de junio de 2005 –fl.283-, situación que llevó a esa AFP a realizar la devolución de los aportes que hasta ese momento se habían consignado en esa entidad.
No obstante lo anterior, como se ve en la historia laboral emitida por la Administradora Colombiana de Pensiones –fls.231 a 234- el empleador Coomeepal continuó haciendo los aportes a pensión a la AFP Porvenir S.A. hasta el año 2014, lo que generó que esa entidad remitiera esas cotizaciones a la Administradora Colombiana de Pensiones, quien las recibió y en la respectiva observación anotó que esos aportes habían sido devueltos por Porvenir S.A. a Colpensiones por pago realizado a ese fondo; lo que permite concluir que la administradora del régimen de prima media con prestación definida era consciente que el señor José Héctor Quintero Casilima se encontraba válidamente afiliado a esa entidad para los riesgos IVM, al punto que fue precisamente el departamento médico de Colpensiones quien por medio de dictamen de 4 de junio de 2014 –fls.182 y 183- procedió a valorar la pérdida de capacidad laboral del actor, explicando en oficio de 3 de noviembre de 2016 –fl.27 del cuaderno de 2ª instancia- que en efecto esa calificación se hizo porque el demandante se encontraba activo como cotizante en esa entidad.

A más de lo anterior, el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira en fallo de tutela emitido el 17 de junio de 2015 –fl.187 vto- le ordenó a la Administradora Colombiana de Pensiones tener como afiliado al régimen de prima media con prestación definida al accionante y posteriormente le indicó que debía resolver la solicitud de reconocimiento de la pensión de invalidez elevada por el señor Quintero Casilima, decisión que no fue impugnada, haciendo tránsito a cosa juzgada constitucional; lo que no deja lugar a dudas en que el accionante se encuentra afiliado al régimen de prima media con prestación definida administrado actualmente por Colpensiones, siendo esta entidad la responsable del eventual reconocimiento de las prestaciones económicas que se causen en virtud a las contingencias que cubre el sistema general de pensiones.
Sentado lo anterior, se procederá entonces a verificar, si tal y como lo determinó el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, el señor Quintero Casilima cumple los requisitos exigidos para que se le reconozca la pensión de invalidez.
Según el dictamen Nº 201456356JJ de 4 de junio de 2014 expedido por el Departamento de Medicina Laboral de la Administradora Colombiana de Pensiones –fls.182 y 183-, el señor José Héctor Quintero Casilima tiene una PCL del 79.55% de origen común, estructurada el 28 de febrero de 2014; por lo que de conformidad con lo establecido en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, para acceder a la pensión de invalidez le corresponde demostrar que dentro de los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez tiene cotizadas por lo menos 50 semanas, y como se puede apreciar en la historia laboral emitida por Colpensiones –fls.231 a 234- en ese periodo acredita 60.57 semanas de aportes; motivo por el que tiene derecho a que se le reconozca la prestación económica a partir del 28 de febrero de 2014 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales, como correctamente lo estableció la a quo.
Así las cosas, al actualizar la condena, como lo prevé el artículo 283 del C.G.P., tiene derecho el accionante a que se le reconozca por concepto de retroactivo pensional causado entre el 28 de febrero de 2014 y el 31 de julio de 2017 la suma de $29.320.551, como se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, siendo del caso manifestar que ninguna de las mesadas causadas se encuentran prescritas.

Se autoriza a que la Administradora Colombiana de Pensiones descuente el 12% correspondiente a los aportes en salud, que a 31 de julio de 2017 corresponde a la suma de $3.518.466,12.

En cuanto a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, considera la Sala que la Administradora Colombiana de Pensiones era consciente de que el señor José Héctor Quintero Casilima se encontraba válidamente afiliado para el 7 de julio de 2015 cuando elevó la solicitud de reconocimiento pensional, como se ve en la resolución Nº GNR 321416 de 19 de octubre de 2015, por lo que tenía el deber de reconocer la prestación económica dentro de los cuatro meses siguientes, sin que así lo hubiere hecho; motivo por el que tendría derecho a que se le reconocieran desde el 7 de noviembre de 2015 y no desde la ejecutoria de la sentencia, pero como esa decisión no fue controvertida por la parte actora, la misma se conservará en aplicación del principio de la no reformatio in pejus.
En el anterior orden de ideas, se modificarán los ordinales quinto y sexto de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito.

Costas en esta instancia no se causaron.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE
PRIMERO. MODIFICAR los ordinales QUINTO y SEXTO de la sentencia proferida el 6 de septiembre de 2016, los cuales quedarán así:
“QUINTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor del señor JOSÉ HÉCTOR QUINTERO CASILIMA por concepto de retroactivo pensional causado entre el 28 de febrero de 2014 y el 31 de julio de 2017, la suma de $29.320.551.

SEXTO. AUTORIZAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES que descuente del retroactivo pensional causado por concepto de aportes al sistema general de salud, la suma de $3.518.466,12”
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia que por consulta se ha conocido.

Sin costas en esta instancia.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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